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           PEREIRA – RISARALDA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

  SALA DE DECISIÓN N° 7 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, veinte de agosto de dos mil nueve
Acta N° 400. 
Resuelve a continuación la Sala la impugnación que la señora Paulina Ruth González Bernal, a través de apoderado general, interpuso contra la sentencia dictada por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento el 6 de julio de este año, que resolvió desfavorablemente la acción de tutela promovida por ella en contra de la Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL EICE en Liquidación.
ANTECEDENTES

La accionante, en procura de protección para los derechos consagrados en los artículos 29, 48 y 53 de la Constitución Nacional pretende que se ordene a Cajanal reliquidarle su pensión de vejez.
Se argumentó en el libelo que Cajanal reconoció la pensión vitalicia de jubilación a la señora González Bernal, a partir de 12 de febrero de 1994, mediante la resolución 1299 de 1997; que el último salario con que efectuó aportes para pensión equivalía para ese entonces a 3.321 veces el salario mínimo legal mensual vigente; que la demandada “no atendió la obligación legal de actualizar o indexar el salario de liquidación… de 1989 al 06 de febrero de 1997, momento del reconocimiento y pago de la pensión” lo que ocasionó que reconociera dicha prestación económica en cuantía equivalente a “un salario mínimo mensual legal vigente” y que pese a haber elevado peticiones para solicitar la indexación de su mesada pensional, han sido infructuosas, incluso “impetró demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, pero mediante sentencia del 17 de marzo de 2009 el Juzgado Primero Administrativo de Pereira, negó las pretensiones al fallar el tecnicismo en el proceder del libelo”.
La demanda fue admitida el 18 de junio pasado y de ella se corrió traslado a la accionada, que no se pronunció.

El 6 de julio el a-quo consideró improcedente la tutela y en consecuencia decidió.  
En la impugnación oportunamente interpuesta solicitó el accionante revaluar la procedencia de la tutela y acceder a la protección deprecada.
CONSIDERACIONES
Siguiendo los lineamientos definidos por esta Sala del Tribunal para efectos de resolver acciones de tutela de la naturaleza de la que ahora ocupa su atención, ha de empezar por recordarse que de conformidad con el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, norma refrendada por el numeral 1 del artículo 6° del decreto 2591 de 1991.

Con base en estas disposiciones se ha definido por la jurisprudencia constitucional que, en principio y por regla general, la jurisdicción ídem no es competente para resolver asuntos relacionados con prestaciones económicas de naturaleza laboral como la pensión: “La Corte Constitucional ha dicho en innumerable jurisprudencia que la facultad de reconocer y ordenar pagar un derecho pensional es exclusiva de otras autoridades diferentes al juez constitucional, por cuanto este último, solo puede tener injerencia frente al derecho de petición que se presenta para impulsar una pronta respuesta, pero no para obtener el reconocimiento del derecho referido” (sentencias T-038/97, 577/99, 1083 y 1187 de 2001, y 682/02, entre otras), ya que para lograr el citado objetivo los ciudadanos cuentan con los medios administrativos y judiciales ordinarios que no pueden ser sustituidos por la acción de tutela.  Únicamente en el evento de que estos medios no sean suficientes para garantía de los derechos fundamentales o para precaver el suceso de un perjuicio irremediable, puede el amparo constitucional entrar a desempeñar el papel protector que le señala la Carta Política.

Por esto último; la posibilidad excepcional de que la tutela proceda en los casos enunciados; se han identificado los requisitos que deben reunirse para, por ejemplo, ordenar el reconocimiento y pago de una pensión
.  Pero, de igual manera, y como también se tiene sentada la posición de que la tutela no es el medio que pueda utilizarse como principal para obtener la indexación de dichas prestaciones, se encuentran establecidas las condiciones que para actuar en contrario deben confluir
:
“Ha sido reiterada la jurisprudencia de esta Corporación en el sentido de señalar la improcedencia general de la acción de tutela como mecanismo judicial para reclamar la indexación de pensiones ya reconocidas, por considerarse que el contenido mismo de tales reclamaciones son estrictamente de rango legal, para lo cual el legislador ya ha dispuesto otras vías judiciales ordinarias.

Con todo, y sólo de manera excepcional, la tutela será viable para hacer efectivas este tipo de peticiones, siempre y cuando se cumpla con una serie de requisitos jurisprudencialmente establecidos y que son a saber los siguientes:

“- Que la persona interesada haya adquirido el status de jubilado, o lo que es igual, que se le haya reconocido su pensión (Sentencias T-534 y T-1016 de 2001, T-620 y T-1022 de 2002).

“- Que haya actuado en sede administrativa; es decir, que haya interpuesto los recursos de vía gubernativa contra el acto que reconoció la pensión, haya presentado la solicitud de reliquidación ante el respectivo fondo de pensiones o, en igual medida, requerido a la respectiva entidad para que certifique su salario real y ésta se hubiere negado (Sentencias T-634 y T-1022 de 2002).

“- Que haya acudido a las vías judiciales ordinarios para satisfacer sus pretensiones, se encuentre en tiempo de hacerlo o, en su defecto, demuestre que ello es imposible por razones ajenas a su voluntad (T-634 y T-1022 de 2002).
“- Que acredite las condiciones materiales que justifican la protección por vía de tutela, esto es, su condición de persona de la tercera edad, que la actuación resulta violatoria de sus derechos fundamentales como la dignidad humana, la subsistencia, el mínimo vital y la salud en conexidad con la vida u otras garantías superiores, y que el hecho de someterla al trámite de un proceso ordinario hace más gravosa su situación personal (Sentencias T-620, T-634 y T-1022 de 2002). 
”

En el caso que se decide le asistió la razón a la primera instancia cuando precisó que aunque la demandante acudió a la vía judicial, como la sentencia inhibitoria no fue “de única instancia… para pregonar que esta vía quedó agotada y no existe otro mecanismo para solicitar el amparo… lo cual equivale a decir que la misma bien podía ser recurrida en apelación para ante el Honorable Tribunal Contencioso Administrativo… donde se tenía la oportunidad procesal en aras de ejercitar el derecho de contradicción, de solicitar al superior del Juez fallador, revisara la decisión en pos de su revocatoria, cosa que no hizo”.  Sin que sea válido, en virtud del carácter subsidiario que le asiste a la acción de tutela, aceptar la afirmación que se plasma en el recurso en el sentido de alegar no haber interpuesto el ordinario recurso de apelación por motivo de que previa consulta con “profesionales del derecho dedicados a ese tema” se concluyó que no prosperaría porque el fallo “resultó bien sustentado”.  A lo que se agrega que la misma parte interesada es consciente de que para el fin pretendido procede instaurar de nuevo la acción de nulidad y restablecimiento de derecho puesto que por ser fallo inhibitorio no hace tránsito a cosa juzgada, y que acude a esta especial acción encaminada a la protección de derechos fundamentales por considerarla más expedita. 
Tampoco acreditó circunstancias que tipifiquen vulneración o amenaza de algún derecho fundamental. 
En relación con este preciso aspecto, se advierte que en la demanda no se puso de presente ningún hecho que pudiere constituir perjuicio irremediable.  Obviamente, menos se probó algo al respecto, carga procesal de ineludible cumplimiento como lo ha resaltado la jurisprudencia de la Corte Constitucional:

“Además, tal línea jurisprudencial ha exigido que para determinar la procedencia de la acción de amparo, el peticionario... se encuentre ante la inminencia de consumación de un perjuicio irremediable, circunstancia esta última que debe acreditarse probatoriamente, demostrando las circunstancias materiales, económicas, médicas o de cualquiera otra índole que afectan personalmente al peticionario, y que hacen que sea impostergable la acción del juez de amparo en defensa de sus derechos fundamentales. De esta manera, no basta con demostrar la exigencia del derecho mediante argumentos jurídicos fundados en las normas legales, ni con mencionar que se está en presencia de un inminente perjuicio irremediable, sino que esta situación de hecho debe acreditarse en cada caso particular”.
  (El resaltado es de la Sala).
Finalmente y para respaldar la improcedencia de la tutela en este caso particular es preciso resaltar que si bien la legislación vigente no establece un término determinado para el ejercicio de esta acción encaminada a la protección de derechos fundamentales, ha considerado la H. Corte Constitucional que la misma debe interponerse en un término razonable
; entonces, es extemporáneo que se quiera atacar por esta vía un acto administrativo que se expidió en el año de 1997, como es el que reconoció la pensión por vejez de la accionante, ya que ha transcurrido más de una década desde entonces y no obra prueba en el expediente que justifique exagerada demora. Este es un motivo que se suma a los que han sido expuestos para concluir que debe confirmarse la sentencia impugnada. 
DECISIÓN
A mérito de lo expuesto, esta Sala de Decisión N° 7 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes el 6 de julio de 2009. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y en firme la misma remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos
Jairo Ernesto Escobar Sanz
� Sentencia T-634 de 2002, M.P. Eduardo Montealegre Lynett.


� Sentencia T-447 de 2006. M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-083 de 2004, M.P. Rodrigo Escobar Gil. En igual sentido Cfr.  sentencias T-446, T-425 y T-1078 todas del 2004.


� Sentencia T-562 de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Al respecto pueden consultarse, entre otras, las sentencias SU-961 de 1999; T-001 y 263 de 2007
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